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LUCÍA DEL SOCORRO RESTREPO ECHAVARRÍA  y OTROS vs NANCY AMPARO VALENCIA GIL y OTROS

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN LABORAL
Magistrado Ponente: CAMILO TARQUINO GALLEGO
Radicación No. 38046
Acta No. 1
Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de enero de dos mil doce (2012). 

Resuelve la Corte el recurso extraordinario de casación interpuesto por el apoderado de LUCÍA DEL SOCORRO y DIEGO FERNANDO RESTREPO ECHAVARRÍA, así como de METRO ALARMAS LTDA., contra la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, el 29 de agosto de 2008, dentro del proceso ordinario laboral que les promovieron MARÍA PAULA HERRERA VALENCIA y JOSÉ LUÍS HERRERA CANO, legalmente representados por NANCY AMPARO VALENCIA GIL y ADRIANA MARIA CANO HOYOS, respectivamente.
ANTECEDENTES
Los mencionados menores de edad, legalmente representados por sus progenitoras, demandaron a METRO ALARMAS LTDA., y solidariamente a sus socios DIEGO FERNANDO RESTREPO y LUCÍA DEL SOCORRO RESTREPO,  para que se declarara que entre la mencionada persona jurídica y Rodis Arley Herrera Morales, existió un contrato de trabajo “dentro de cuya ejecución falleció, como consecuencia de un accidente de trabajo”, el último de los mencionados, por tal razón, impetraron el reconocimiento indexado de la pensión de sobrevivientes, desde el fallecimiento; así como el pago del auxilio de cesantía y sus intereses, junto con la sanción moratoria, por el no pago de las primeras. Pidieron imposición de costas. 
Como fundamento de sus pretensiones, afirmaron que el padre de las menores demandantes, Rodis Arley Herrera Morales, fue vinculado a METRO ALARMAS LTDA., el 29 de diciembre de 2001, para desempeñarse como supervisor de reacción, con salario mensual de $300.000.oo. Que al día siguiente, cuando se encontraba ejecutando su labor, sufrió un accidente que le ocasionó la muerte, sin que hubiera sido afiliado al sistema de seguridad social en riesgos profesionales, de suerte que, en los términos de los artículos 13, 14, 49, 91, y 94 del Decreto 1295 de 1994, en concordancia con el 47 de la Ley 100 de 1993, el empleador debe concederles la prestación demandada. 
El apoderado judicial de METRO ALARMAS LTDA., (fls. 34 a 36), se opuso a la prosperidad de lo pedido en la demanda, y propuso las excepciones de buena fe de la empresa empleadora, culpa del extrabajador, conflicto de intereses con otros beneficiarios, falta de causa por pasiva, falta de causa por activa, prescripción, y “la genérica”. 
Aceptó la relación laboral y su fecha de iniciación, pero advirtió la falta de precisión de la hora en que ocurrió el accidente, el cual, dice, se presentó por negligencia de la víctima, en la medida en que no hacía uso del casco protector de motociclista. Sobre los restantes hechos, sostuvo que no le constaban, y respecto de las prestaciones sociales, aclaró que se habían efectuado las publicaciones ordenadas en la ley laboral.
En idénticos términos, el apoderado judicial de las personas naturales convocadas como responsables solidarios, respondió al libelo introductorio (fls. 95 a 99).

Al litigio se citó a RIESGOS PROFESIONALES COLMENA S.A., sociedad que, con sustento en los documentos que fueron presentados, aceptó la totalidad de los supuestos fácticos de la demanda inicial, e hizo énfasis en que la afiliación del fallecido trabajador, sólo se llevó a cabo el 2 de enero de 2002, cuando ya había ocurrido el siniestro, por lo cual, se opuso a las pretensiones, y formuló las excepciones de falta de cobertura, inexistencia del amparo solicitado, buena fe, y prescripción. (fls. 132 a 136).

MARÍA ANGÉLICA HERRERA ARREOLA, representada por su señora madre (fls. 174 a 177), soportada en los mismos hechos de la demanda inicial, solicitó idénticos reconocimientos a los arriba mencionados, a lo cual respondió la ARP COLMENA en igual forma (fls. 190 a 194).
El 11 de agosto de 2006, el Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Medellín, absolvió a los demandados de las pretensiones, sin imponer costas.
LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL

Una Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, resolvió reconocer pensión de sobrevivientes a los demandantes, en proporción del 33.33% para cada uno de ellos, a cargo de METRO ALARMAS LTDA., y solidariamente a DIEGO FERNANDO RESTREPO y LUCÍA DEL SOCORRO RESTREPO, como socios de aquella. Nada dijo sobre costas.
De entrada, el ad quem advirtió la ausencia de controversia sobre la existencia del contrato de trabajo, su extremo inicial, el salario pactado, el horario de trabajo (2 a 10 PM), el accidente de trabajo acaecido el 30 de diciembre de 2001, la falta de afiliación del extinto trabajador a una aseguradora de riesgos profesionales, su calidad de padre de las menores demandantes, y su deceso el mismo día del siniestro. Estimó desacertado el pronunciamiento que puso fin a la instancia inicial, “porque no tuvo en cuenta la normatividad que regula la materia”.

Luego de copiar  el artículo 9º del Decreto 1295 de 1994, y una cita doctrinal, destacó la certeza sobre el accidente profesional de Rodis Arley Herrera, como la causa de su fallecimiento, dado que halló prueba de que ocurrió a las 9:50 PM, dentro de la jornada de trabajo, según el informe elaborado por la propia enjuiciada (fls 152 y ss), que da cuenta de que el trabajador se dirigía a entregar su turno. Sostuvo que si en gracia de discusión se admitiera que en el momento del siniestro la jornada de trabajo ya había culminado, no hay duda es de que el suceso se presentó “durante el traslado del lugar de trabajo a su residencia en un medio de transporte que le fue suministrado por el empleador”, hecho aceptado en la respuesta a la demanda.
Expresó que, de acuerdo con el artículo 115 del Decreto 2150 de 1995, modificatorio del artículo 91 del Decreto 1295 de 1994, la consecuencia del incumplimiento en la afiliación de un trabajador al sistema de riesgos profesionales, es que la obligación de reconocer las prestaciones correspondientes se radica en el empleador, en apoyo de lo cual, trascribió un pasaje de la sentencia de 28 de febrero de 2005, expediente 23244.
Basado en la preceptiva del artículo 49 del Decreto 1295 de 1994, y del original artículo 47 de la Ley 100 de 1993, el Tribunal concluyó en que los beneficiarios de la prestación por muerte, eran los menores hijos de Herrera Morales.

En torno a la solidaridad de DIEGO FERNANDO y LUCÍA DEL SOCORRO RESTREPO, reprodujo el artículo 36 del Código Sustantivo del Trabajo, y consideró que por ser METRO ALARMAS LTDA., una sociedad de personas, y tener éstas la condición de socios, debían responder solidariamente “como lo indica la norma, y que representa, frente al monto total del aporte a la sociedad porque únicamente son dos socios, el 50% de la obligación”.
EL RECURSO DE CASACIÓN

Interpuesto por la parte demandada, concedido por el Tribunal y admitido por la Corte, se procede a resolver. 
ALCANCE DE LA IMPUGNACIÓN

Con el propósito de que se quiebre el fallo gravado, y  en instancia se confirme el del a quo, con fundamento en la causal primera de casación laboral, la censura formula dos cargos, replicados por Riesgos Profesionales Colmena S.A., en el término concedido.
PRIMER CARGO

Acusa la violación indirecta, por aplicación indebida, de “los artículos 49 y 91 del Decreto Ley 1295 de 1.994; 115 del Decreto 2150 de 1.995; 19 y 36 del Código Sustantivo del Trabajo, en relación con los artículos 1603, 1604, 1608, 1733 del Código Civil y 1º de la Ley 95 de 1.890; 145 del Código de Procedimiento Laboral; 177 del Código de Procedimiento Civil y 29 Superior”.
Manifiesta que por la equivocada valoración de los documentos adosados a folios 140 a 159, y 95 a 99, el juzgador de segundo grado cometió los siguientes errores de hecho manifiestos:

 “1. Dar por demostrado, sin estarlo, que la empleadora demandada incumplió su deber de afiliar al señor Rodis Arley Herrera Morales, al Sistema de Riesgos Profesionales.
2. No dar por demostrado, estándolo, que la sociedad demandada se encontraba imposibilitada física y jurídicamente para reportar la afiliación del demandante, el día en que se inició el contrato de trabajo, el día en que ocurrió el fatídico episodio, el día 31 de diciembre y el día 1 de enero de 2.002, a la administradora de riesgos.
3. No dar por demostrado, estándolo, que el día 29 de diciembre de 2.001 era un día sábado.

4. No dar por demostrado, estándolo, que el día 30 de diciembre de 2.001 era un día domingo.

5. No dar por demostrado, estándolo, que el día hábil siguiente a la fecha en que suscribió el contrato de trabajo fue el día 2 de enero de 2.002.

6. No dar por demostrado, estándolo, que los demandados no están obligados a atender la obligación pensional.

7. No dar por demostrado, estándolo, que los demandados LUCIA DEL SOCORRO RESTREPO ECVHAVARRIA y DIEGO FERNANDO RESTREPO ECHAVARRIA, no eran empleadores del señor Rodis Arley Herrera Morales”.


Adujo que el juez de la alzada partió de considerar sin respaldo probatorio, que METRO ALARMAS LTDA., había incumplido la obligación legal de afiliar a su empleado al sistema de riesgos profesionales, trasunto del “incorrecto estudio del informe preliminar de investigación de accidente de trabajo adelantado por la Administradora de Riesgos Profesionales Colmena (…)”  que da cuenta de que la relación de trabajo tuvo comienzo un día sábado y que el siguiente día, 30 de diciembre de 2001, fue un domingo, “oportunidad en la cual acaeció la muerte del trabajador en las horas de la noche”,  así como también registra que el levantamiento del cadáver se llevó a cabo en la madrugada del 31 de diciembre subsiguiente. 

En consecuencia, que, además de que el 31 de diciembre de 2001, fue el último día del año, en el que se adelantó la diligencia de levantamiento de cadáver, y el 1º de enero de 2002 fue una fiesta nacional, en los cuales no hay atención al público en las ARP, se suscitó imposibilidad de afiliar al trabajador desde el comienzo mismo de la vinculación, de donde se sigue que no hubo incumplimiento de su parte.

Sostiene que, a pesar de que el ad quem construyó su fallo atendiendo las orientaciones jurisprudenciales de la Sala de Casación Laboral, ignoró que éstas fueron soportadas en el incumplimiento patronal que, en este caso, brilla por ausente, por manera que no puede ser merecedora de la sanción establecida en el artículo 91 del Decreto 1295 de 1994. Agrega que la transgresión alegada es más evidente, si se observa que, en los términos de la contestación de la demanda (fls. 95 a 99), las personas naturales convocadas al litigio, negaron haber sido empleadores del extinto trabajador. 

LA OPOSICIÓN

Riesgos Profesionales Colmena S.A., recuerda que fue llamada al proceso de manera oficiosa; que en la complementación del fallo de primera instancia, se declaró probada la falta de legitimación por pasiva de la ARP, que fue confirmada por el Tribunal. Que la censura no menciona para nada a la aseguradora, y hace énfasis en que la pretendida afiliación del señor Herrera se hizo el 2 de enero de 2002, cuando ya se había presentado el accidente. 
SE CONSIDERA

Ha reiterado la Corte que el carácter extraordinario del recurso de casación, impone la obligación a quien pretenda el quiebre de la  sentencia del Tribunal, de desvirtuar la presunción de legalidad y acierto que la ampara. Con ese propósito, lo primero que debe hacer, es identificar debidamente los pilares sobre los que está cimentado el fallo que combate, lo que devendrá útil a propósito de la escogencia de la vía de ataque, en tanto un desacierto en esta materia, acarreará la imposibilidad de que la Corte emprenda el análisis de la acusación, con su consecuente desestimación.

Como se reseñó al resumir el cargo, uno de los supuestos fácticos que el Tribunal estimó no controversial fue el de que “4. El día del accidente el señor Herrera Morales no estaba afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales. Se prueba con los documentos de folios 177 a 140”. Esta comprobación fáctica del ad quem no es rebatida por la impugnante, quien se ocupa, en síntesis, de tratar de demostrar que cuando hay imposibilidad material de afiliar al trabajador al sistema de seguridad social en riesgos profesionales, simultáneamente con el inicio de la prestación del servicio, no puede predicarse incumplimiento del patrono. 

Con todo, tal cual lo dedujo el juez de la apelación, de lo que hay total certeza es que al momento del siniestro generador del deceso, el señor Herrera Morales no se encontraba cubierto en materia de riesgos profesionales, y ante tal evento, la consecuencia jurídica es la prevista en el literal a) del artículo 91 del Decreto 1295 de 1994, sin que tenga ninguna importancia el motivo por el cual no se hubiera llevado a efecto la afiliación del trabajador, pues, a juicio de la Sala, en casos como el actual, aunque podrían considerarse circunstancias tales como la viabilidad material de cumplir la obligación de afiliar, lo que no puede ignorarse es que esa dificultad o imposibilidad, si se quiere, de honrar esa obligación, fue provocada por la propia empresa, al permitir que su trabajador comenzara a ejecutar el objeto del contrato, en fecha y momento en que no había manera de tramitar la afiliación, lo que traduce en la asunción directa del riesgo, que dejó de ser potencial al consumarse el accidente profesional, sin dejar de mencionar la obligación de protección y seguridad impuesta a los empleadores en el artículo 56 del Código Sustantivo del Trabajo.
Se desestima este cargo, además porque, en lo atinente a la responsabilidad solidaria atribuida a los socios de la persona jurídica empleadora, la precariedad argumentativa sobre el punto, impide el estudio de la inconformidad de la censura, amén de que la base de la extensión de la responsabilidad fue estrictamente jurídica, en la medida en que, probada la condición de socios de DIEGO FERNANDO RESTREPO y LUCÍA DEL SOCORRO RESTREPO, hizo producir efectos al artículo 36 del Código Sustantivo del Trabajo. No sobra agregar que, contrario a lo que alega la recurrente, el Tribunal no impuso condena a dichas personas por haber sido empleadores de Rodis Arley Herrera, sino por ser los socios de quien sí tuvo ese carácter. 
SEGUNDO CARGO

También por aplicación indebida, esta vez por vía directa, acusa la violación del mismo compendio normativo, enlistado en el primer cargo.
Dice no discutir las inferencias fácticas del fallador de segundo grado, y que la aplicación indebida se presenta porque el artículo 91 del Decreto 1295 de 1994 solo se aplica a la persona jurídica incumplida, pero no a sus socios, dado que la responsabilidad solidaria a que alude el artículo 36 del Código Sustantivo del Trabajo, solo es deducible cuando se trata “de las obligaciones que emanen del contrato de trabajo, pero nunca de aquellas que se deriven por el incumplimiento de la (…) empleadora”,   a más de que por tratarse de la imposición de una sanción, el precepto primeramente mencionado es de aplicación restrictiva. 
SE CONSIDERA

Como se esbozó al resolver el cargo anterior, el artículo 56 del Código Sustantivo del Trabajo impone al empleador las obligaciones de protección y seguridad para con sus trabajadores que, obviamente, comprenden la de afiliarlo a las coberturas ofrecidas por el sistema de seguridad social.
No resultaría acertado asumir que la reparación de los perjuicios generados por un accidente de trabajo, no se considera una obligación emanada del contrato de trabajo, dado que la naturaleza del siniestro, y los deberes de protección y seguridad de que trata la norma recién citada, obligan, ante la ocurrencia del mismo, a indemnizar por el perjuicio ocasionado, de suerte que la responsabilidad en materia de seguridad social, debe entenderse siempre dentro del marco de la relación de trabajo, puesto que es ésta la que da origen al deber de afiliar al trabajador al sistema de seguridad social, y de garantizarle seguridad en el empleo, así como brindarle protección profesional y social.
En tal virtud, y dado que la responsabilidad solidaria de que trata el artículo 36 del Código Sustantivo del Trabajo no excluye la que fue objeto de la presente contención, no hay motivo para dudar de que la pensión de sobrevivientes de origen profesional, forma parte de “todas las obligaciones que emanan del contrato de trabajo”.

Finalmente, es desatinado aducir como argumento un carácter sancionatorio que no tiene el artículo 91 del Decreto 1295 de 1994, en la medida en que el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a  cargo del empleador, como ya se explicó, es una obligación proveniente de la relación de trabajo, sólo que si el empleador afilia a sus trabajadores, el riesgo se traslada a la entidad de seguridad social, en virtud de la afiliación al sistema.
Dado el fracaso de las acusaciones, las costas por el recurso extraordinario, a cargo de los recurrentes, y a favor de RIESGOS PROFESIONALES COLMENA S.A. Inclúyase la suma de $2.800.000.oo, como agencias en derecho.
En mérito de lo expuesto, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NO CASA la sentencia de 29 de agosto de 2008, proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, en el proceso que MARÍA PAULA HERRERA VALENCIA y JOSÉ LUÍS HERRERA CANO, legalmente representados por NANCY AMPARO VALENCIA GIL y ADRIANA MARIA CANO HOYOS, respectivamente, promovieron contra METRO ALARMAS LTDA., y LUCÍA DEL SOCORRO y DIEGO FERNANDO RESTREPO ECHAVARRÍA
Costas en casación, como antes se explicó.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE, Y DEVUÉLVASE AL TRIBUNAL DE ORIGEN.

CAMILO TARQUINO GALLEGO

JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ                 ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERON            

RIGOBERTO ECHEVERRI BUENO               
   LUÍS GABRIEL MIRANDA BUELVAS  
CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE
FRANCISCO JAVIER  RICAURTE  GÓMEZ                        
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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